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Los profesores de “Teoría del Derecho” explicamos un tema tan complejo como interesante: la interpretación del derecho, viva muestra de que en el derecho a veces 2+2 no son 4, sino 3 o 5. Los intérpretes y aplicadores del derecho no tienen jerarquizados, salvo excepción, los criterios interpretativos en nuestro ordenamiento jurídico, sino que en pro de la búsqueda de la solución más justa del caso se ven obligados a seleccionarlos y conjugarlos. Suelo poner en mis clases el ejemplo de la objeción de conciencia que fue para un primer Tribunal Constitucional todo un derecho fundamental, aun cuando no formara parte del cuadro de este tipo de derechos especialmente relevantes y protegidos en la Constitución, y sin embargo para un posterior Tribunal Constitucional fue una mera causa de exención de un deber –éste sí fundamental- de defensa nacional. ¿Qué pasó?. Sencillamente que el primero se apoyó en el criterio lógico-conceptual, del que derivó que la objeción de conciencia era una modalidad de la libertad ideológica, y el segundo en el criterio sistemático o del lugar donde se ubica la norma, según el cual la objeción de conciencia era extraña a la lista de los derechos y libertades fundamentales de la Constitución.   

Pero también hablamos en nuestras clases del viejo brocardo latino: “in claris non fit interpretatio” (en las normas claras no es necesaria la interpretación). Y es el caso que entiendo contra corriente de las opiniones de políticos y medios de comunicación de nuestro país que las normas de los Estatutos del PSOE están lo suficientemente claras como para no necesitar amplia interpretación. Creo que las contradicciones señaladas por algunos obedecen en gran parte a que se encubren determinados intereses con la protección de unas normas inadecuadamente interpretadas o sencillamente a que no se tiene un conocimiento suficiente de nuestro ordenamiento jurídico.  Seguro que algunos de mis  críticos otra vez me objetarán que no lo ven así, y yo les replicaré (prometo cumplida respuesta a todos) que quizás sea debido a que están introduciendo en el discurso criterios de oportunidad política, donde yo no sitúo mis argumentos, ya que pretendo que sean estrictamente jurídicos y lanzados desde la máxima independencia de criterio. No milito en ningún partido político y a todos los partidos  agasajo sin discriminación con mis críticas en mis publicaciones.

Desde esta posición –insisto: estrictamente jurídica- expongo once argumentos. Hay para mucho más, pero no quiero aburrir al lector que amablemente me ha seguido hasta este punto y a pesar de ello se aventura a continuar leyéndome. Siento que mi exposición sea relativamente extensa, pero me obliga a ello atender a todos los argumentos esgrimidos por políticos y medios de comunicación, a favor y en contra. No creo dejarme en el tintero ni uno solo.

1.- El secretario general no cesa cuando están vacantes la mitad más uno de los miembros de la Comisión Ejecutiva. 

Lo que dice el art. 36, o), de los Estatutos del PSOE es que “Cuando las vacantes en la Comisión Ejecutiva Federal afecten a la Secretaría General o a la mitad más uno de sus miembros, el Comité Federal deberá convocar Congreso extraordinario para la elección de una nueva Comisión Ejecutiva Federal". Atención: no dice “podrá” sino “deberá”. No indica que cese el secretario general o la Comisión Ejecutiva. Por lo tanto las expresiones tan habituales de políticos y medios de comunicación aludiendo a que el secretario general o la Ejecutiva están extinguidos, cesados, decaídos, desaparecidos, etc., no tienen respaldo jurídico. Para mayor abundamiento, el art. 40, en el que no han reparado políticos y medios, expresa  que los quórum de asistencia y de decisiones se rigen por la regla de “mayoría simple”, no siendo necesaria la mayoría absoluta (mitad más uno de sus miembros). A este precepto me referiré con más detenimiento a continuación.

Los 17 dimisionarios de la Comisión Ejecutiva han defendido la extinción de la Comisión Ejecutiva en base al  art. 5 del Reglamento de la Comisión Ejecutiva que expresa: “El Pleno de la Comisión Ejecutiva Federal se entiende debidamente constituido cuando estén presentes la mitad más uno de sus miembros”. Han entendido por “constitución” algo distinto a lo que significa en términos jurídicos. Casi todos los reglamentos de nuestro país, tanto de órganos públicos como privados, suelen exigir un quórum alto –frecuentemente la mayoría absoluta: mitad más uno de los componentes del órgano- para constituirse como tal órgano en su primera reunión, funcionando a partir de entonces con unos quórums de asistencia menores. Vean los quórums de constitución de Departamentos, Juntas de Centros, Claustro de nuestra universidad. Hace poco formé parte de un tribunal de acceso a cátedra, en el que se exigía para constituirse la presencia de los cinco miembros en su primera reunión, y en las siguientes reuniones la presencia de tres miembros. Por descontado que la Comisión Ejecutiva del PSOE, tras el Congreso que la eligió, cumplió con el mitad más uno de sus miembros en la primera reunión en la que se constituyó.

Pero es más: el art. 40 de los Estatutos, norma de superior rango jurídico que el Reglamento de la Comisión Ejecutiva establece: “La CEF se reúne con la frecuencia que por sí misma acuerde. Las decisiones de la Comisión Ejecutiva se adoptan por mayoría simple de miembros presentes. Para que las decisiones adoptadas sean válidas se requiere que todos los miembros hayan sido notificados de la reunión y el quórum de mayoría simple.” Es decir: quórum de asistencia y decisiones de “mayoría simple”. Sorprende, por lo tanto, la motivación de la renuncia de los 17 dimisionarios desde el punto de vista jurídico. Además de ser errónea la interpretación que han hecho de un precepto jurídico, sería también tal interpretación contraria a un precepto de una norma jurídica de superior rango, vulnerando el principio jurídico fundamental del respeto a la jerarquía normativa y el orden de prelación de las fuentes del derecho. Los juristas explicamos en primer curso de derecho que una norma jurídica tiene que ser válida formalmente, es decir, elaborada conforme al procedimiento y por el órgano indicados en la norma superior jerárquica, y válida materialmente, es decir, no mostrando un contenido prescriptivo  contradictorio con el expresado en la norma superior jerárquica.   

2.- Por otra parte, los Estatutos indican expresamente y con plena claridad los supuestos de cese del secretario general: por medio de una moción de censura en el Comité Federal a propuesta del 20% de sus miembros y aprobada por mayoría absoluta (art. 36, c) de los Estatutos coincidente textualmente con el art. 7 del Reglamento del Comité) o tras el nombramiento de un nuevo secretario general y Ejecutiva en un Congreso. No hay más. Cualquier otro procedimiento sería contrario a derecho. Los 17 dimisionarios de la Comisión Ejecutiva se equivocaron, si creían que con sus renuncias caería el secretario general y el órgano al que pertenecían,  y que a ello les habilitaba el derecho estatutario. Y se han equivocado los muchos que pensaban que las citadas renuncias comportaban directamente el cese del secretario general y de la Comisión Ejecutiva (inclusive un importante periódico que acto seguido publicó un titular en primera plana aludiendo al “cese del secretario general”).

3.- Por lo tanto, tras  la vacancia de la mitad más uno de los componentes de la Comisión Ejecutiva, el secretario general es secretario general de pleno derecho e igualmente los miembros de la Ejecutiva hasta tanto no dimitan o el secretario general sea mocionado con éxito en el Comité Federal o sean sustituidos por una nueva Ejecutiva en un Congreso.

4.- La Comisión Ejecutiva  convocó al Comité Federal  con el punto del orden del día: “convocatoria de un Congreso extraordinario” en uso de sus competencias según el art. 37.1., que expresa: “El Comité Federal se reúne al menos dos veces al año, siendo convocado por la Comisión Ejecutiva Federal”. Inexplicables las dudas públicas al respecto emitidas en prensa, radio y televisión.

5.- Producida la vacancia de mitad más uno de los miembros de la Comisión Ejecutiva, lo único que cabe es “la convocatoria por el Comité Federal de un Congreso extraordinario”, como reza el art. 36, o) citado en el punto primero de este escrito. Por lo tanto, el Comité Federal no puede impedir en una reunión tras la vacancia de mitad más uno de la Comisión Ejecutiva que se convoque un Congreso extraordinario. Podrá convocar al Congreso extraordinario para antes o después de una fecha, pero “deberá” convocarlo a corto plazo. Lo exige el carácter extraordinario del Congreso y la necesidad de una composición completa de la Comisión Ejecutiva, que por ser un órgano de gobierno y no de representación tiene que actuar ininterrumpidamente y a pleno rendimiento. Bien entendido que mientras no se celebre el Congreso extraordinario el secretario general y la Comisión Ejecutiva, compuesta por los miembros no dimisionarios, siguen en vigor en tanto que el secretario general no dimita.

 No obstante, en la reunión del Comité Federal del sábado pasado, interminable y tensa, se exigieron el cese de la Comisión Ejecutiva (ya solicitada antes por los 17 dimisionarios de este órgano), la supresión del orden del día con el que la Comisión Ejecutiva había convocado al Comité Federal, como es su competencia (art. 37,1) y el nombramiento de una Comisión Gestora (por un alto número de los participantes), hacer caso a un informe jurídicamente inválido de tres miembros de la Comisión de Ética y Garantías, que proponía una Comisión Gestora (por una presidenta de una Comunidad Autónoma) y otras cuestiones improcedentes. Todo ello antes de la dimisión del secretario general. Y solo al final se votó la celebración del Congreso extraordinario, que fue rechazado por 27 votos de diferencia, y posteriormente, tras la dimisión del secretario general, fue aprobada una Comisión Gestora.   
 

6.- El carácter extraordinario del Congreso significa arbitrar un  corto plazo de tiempo para elegir a la nueva Ejecutiva y al nuevo secretario general. Si los Estatutos establecen un plazo de 60 días para la celebración de un Congreso ordinario (art. 33, 1), el plazo para un Congreso extraordinario debe ser sensiblemente inferior, como se desprende del art. 34. 1: “Cuando circunstancias especiales aconsejen la convocatoria de un Congreso Federal extraordinario no será preciso atender a los plazos establecidos en el artículo anterior”. Todos convendremos que la falta de mitad más uno en la Comisión Ejecutiva es una circunstancia no solo especial, sino especialísima, y que esta circunstancia exige la mayor brevedad para que un Congreso atienda al vacío de poder ejecutivo y nombre una nueva Ejecutiva, que es lo que demanda sin ningún condicionamiento el art. 34, o), citado en el primer punto de mi argumentario.

7.- Concluyendo,  ni la Comisión de Ética y Garantías ni un sector de los miembros del Comité Federal pueden poner al Comité Federal en el dilema de tener que optar entre Congreso extraordinario o Comisión Gestora (que ni siquiera se contempla en los Estatutos), estando en vigor la secretaría general y la Comisión Ejecutiva. Y sin embargo lo han hecho. Lo único que pueden pedir conforme a los Estatutos es que el Comité Federal en su  reunión convoque cuanto antes al Congreso extraordinario, conforme reza el art. 36, o). Sin que esto sea impedimento para que el Comité Federal se plantee, si  lo estima conveniente, a petición de la presidenta o de un porcentaje estatutario de miembros del mismo, debatir sobre su posición ante la formación de Gobierno, pues a este Comité le corresponde “definir la política del Partido entre Congresos” (art. 36, a) y “determinar la política de alianzas del Partido” (art. 36, i).
8.- Aunque La Comisión Ejecutiva haya nombrado una Gestora en algunas Comunidades Autónomas en circunstancias especiales, aplicando los arts. 68 y ss. de la Normativa reguladora de la estructura y el funcionamiento general del Partido,  este precedente no puede vulnerar  preceptos estatutarios de especial relevancia y claridad expositiva, en los que no se hace referencia a ninguna Comisión Gestora ni se indica qué órgano sería el encargado de suprimir nada menos que a la Comisión Ejecutiva del partido y poner en su lugar una Gestora. El derecho no juega llevando normas de un nivel inferior a otro superior, sino al revés. Ni se ha de presumir que las normas que justifican un comportamiento en el nivel inferior (las Comunidades Autónomas) pueden ser transferidas sin más al nivel superior (el Estado). La Normativa reguladora de la estructura y el funcionamiento general del Partido, en sus arts. 68 y ss., permite que la Comisión Ejecutiva Federal cree una Gestora en circunstancias especiales para sustituir a las Ejecutivas regionales. Pero nada dice de crear Gestoras en el nivel del Estado, ni cuál es el órgano competente para suprimir a la Comisión Ejecutiva. Hay un principio del derecho que no necesita traducción y que dice: “Ubi lex non distinguit, distinguere non debetur”, que se aplica con facilidad al caso que nos ocupa, y que sobre todo tiene vigencia cuando pretendemos trasladar un supuesto de una norma inferior (la citada Normativa) a una norma superior (los Estatutos), que no contemplan en absoluto tal supuesto. La analogía como instrumento de integración jurídica, de la que algunos se han hecho eco, no procede de abajo a arriba en el ordenamiento jurídico ante casos de lagunas de normas (como es la laguna de los Estatutos, donde en ningún artículo se habla de una Gestora), pues consiste en la aplicación de una norma general a un caso no contemplado por ella pero que muestra una “identidad de razón” (expresión del código civil)  con el caso por ella regulado. Una norma superior –general o abstracta- determina a una norma inferior –particular o concreta-. No al revés.

Afortunadamente la Gestora, que hoy gobierna en el PSOE, ha llegado tras la dimisión del secretario general, y no antes, como se ha pretendido por muchos miembros en el Comité Federal. ¿Se imaginan que hoy convivieran de mala manera y al mismo tiempo una Gestora y un secretario general con su Ejecutiva? ¿Pudo ser posible? Rechazaron en el Comité Federal  por 27 votos de diferencia la creación de un Congreso extraordinario tal como constaba en el orden del día de la Ejecutiva. Si el secretario general no hubiera dimitido, ¿qué hubiera venido después?  

9-. Tras la vacancia de mitad más uno de la Comisión Ejecutiva la presidenta del Comité Federal no es “la única autoridad”, como ella afirmó, porque  el secretario general y la Ejecutiva no han decaído (e incluso si así fuere, la autoridad no sería únicamente de la citada presidenta, sino del Comité Federal como tal).

10.- El informe de  tres miembros de la Comisión de Ética y Garantías no tiene validez institucional, porque no se ha producido por la encomienda de la citada Comisión en una reunión previa formal y debidamente convocada por su presidenta (art. 5.1. del Reglamento de esta Comisión). Tiene únicamente la validez de un documento privado.

11-. En la sesión del Comité Federal no podían votar los miembros de la Comisión Ejecutiva dimisionarios, a no ser que por otros títulos fueran miembros del mismo, ni tampoco podría negársele el derecho al voto a los otros miembros de la Ejecutiva en activo. Sin embargo, se pretendió lo uno (por el secretario general en una muestra de tolerancia) y lo otro  (por un sector importante de los participantes). La equiparación con el propósito de “café para todos” estaba fuera del derecho.

Termino. Tengo preferencia por impartir clases en el doble grado de Derecho y Ciencias Políticas. Algunos de mis alumnos (entiéndase ambos géneros), me dicen que desean dedicarse al noble servicio (que no oficio) público de la política. Ojalá que cuando representen a los ciudadanos o gobiernen en nuestro país recuerden las palabras de su profesor de “Filosofía del Derecho”: “primum ius, deinde debatere”

Ramón Soriano

Catedrático de Filosofía del Derecho y Política
PAGE  
1

